
El discurso de odio precede al delito, al igual que la 
propaganda precede a la acción. Los numerosos asesinatos 
monitorizados desde la muerte de Lucrecia Pérez (1992), 

los miles de delitos de odio registrados desde comienzos de los 
años 90, ni  se deben, ni se pueden interpretar como meros 
episodios aislados, al márgen de un contexto de clima social de 
intolerancia hacia personas diferentes a las que niega; un contexto 
alimentado por un discurso de odio que alienta la estigmatización, 
exclusión, hostilidad, fanatismo,   agresividad y violencia contra 
el “otro”, el distinto, hacia colectivos vulnerables y personas 
en riesgo. El discurso de odio pretende suspender derechos y 
libertades como el derecho a vivir sin ningún tipo de miedo o 
intimidación, el derecho a la dignidad, tanto individual como 
colectiva, el derecho a la igualdad de trato sin ningún tipo de 
discriminación o marginación, en definitiva, el derecho a ser 
iguales en tener derechos.

Quienes propagan el discurso de odio, 
en su defensa enarbolan la “libertad 
de expresión”pero en verdad lo que 
reclaman es “libertad de agresión”, 
impunidad para insultar, degradar, 
despreciar y denigrar, para promover 
prejuicios, burlarse y humillar, para 
intimidar, acosar y hostigar, para excluir, 
marginar y discriminar, para difamar, 
ridiculizar e inventar mentiras, para incitar 
a la violencia, concertar agresiónes y cometer crímenes, incluidos 
crímenes de lesa humanidad, por intolerancia  que es negación del 
prójimo por su posible pertenencia, real o supuesta, a una categoría 
humana definida por el sujeto agresor que  reduce la personalidad 
de la víctima alentando la dinámica de odio en base a una “raza”, 
orientación sexual, lengua, condición socioeconómica, ocupación 
o apecto físico (color de piel, peso, pelo), por su origen territorial, 
nacional o étnico,  identidad cultural, convicciones religiosas e 
ideología, por su opinión política, moral o de otra índole, por 
su edad, profesión,  identidad y razón de género, características 
genéticas,  por discapacidad intelectual o física,  enfermedad, 
estado serológico o cualquier otro factor de significación de las 
diferentes manifestaciones de la condición humana.

El discurso de odio se refiere al discurso difundido de manera 
oral, escrita, en soporte visual, papel o audio, en los medios de 

comunicación, o internet, u otros medios de difusión social, 
incluidos cartelería, pancartas u otros medios de distribución social 
que concreten y alienten conductas que niegan  dignidad e  iguales 
derechos  a personas, de colectivos minoritarios o mayoritarios, 
a grupos vulnerables y gentes en riesgo por ser distintos, 
pudiendo adoptar diversas formas de intolerancia como racismo, 
xenofobia, antisemitismo, islamofobia, cristianofobia,  LGTBIfobia,  
antigitanismo y gitanofobia,  misoginia y  sexismo, aporofobia, 
etnonacionalismo y cualquier otra construcción que implique 
rechazo, desprecio e irrespeto al prójimo y a sus inalienables 
derechos humanos. Un discurso que especialmente no debe tener 
cabida en los medios de comunicación, en Internet y en redes 
sociales, debido a su impacto dañino, lugares que hoy son campos 
de batalla donde se libra la lucha por la hegemonía cultural, en una 
guerra que la intolerancia ha emprendido contra la democracia. 

Los profesionales de la información 
deben interpretarlo conforme a su propia 
ética profesional evitando dar voz al 
discurso de odio y a las organizaciones 
que lo promueven. Los medios no deben 
convertirse en plataformas de propaganda 
racista y de otras formas de intolerancia, 
aunque algunos lo son y otros lo 
consienten en sus foros mal administrados. 
Discurso que según su gravedad debe 
ser penalizado, sancionado, repudiado o 
enviado al ostracismo. 

La conclusión que emerge de la experiencia histórica europea es 
clara. El discurso de odio racista y antisemita fue el precedente 
del Holocausto, como la incitación al odio étnico en la antigua 
Yugoeslavia precedió a la guerra y a la “limpieza étnica”. Hoy 
en toda Europa, la violencia racista viene siempre precedida por 
el discurso del odio. Es un fenómeno peligroso que nadie pone 
en duda,  no es una simple opinión, sino el veneno que causa 
sufrimiento y muerte. Así lo entendió el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa en su resolución (20) de 1997 definiendo 
que “abarca todas las formas de expresión que propaguen, inciten, 
promuevan o justifiquen el odio racial, la xenofobia, el antisemitismo 
u otras las formas de odio basadas en la intolerancia, incluida la 
intolerancia expresada por agresivo nacionalismo y el etno centrismo, la 
discriminación y la hostilidad contra las minorías, los inmigrantes y las 
personas de origen inmigrante”. Concepto complementado por la 
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Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia 
del mismo organismo (marzo de 2016) en su Recomendación nº 
15 donde reitera que debe entenderse “como fomento, promoción 
o instigación, en cualquiera de sus formas, del odio, la  humillación o 
el menosprecio de una persona o grupo de personas, así como el acoso, 
descrédito, difusión de estereotipos negativos, estigmatización o amenaza 
con respecto a dicha persona o grupo de personas y la justificación de 
esas manifestaciones por razones de “raza” (1), color, ascendencia, origen 
nacional o étnico, edad, discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, 
género, identidad de género, orientación sexual y otras características o 
condición personales”. 

No obstante no es fácil la denuncia por múltiples motivos que van 
desde la desconfianza institucional hasta la dificultad de identificar 
al perpetrador, transitando tambien por el desconocimiento legal 
o la indolenia institucional. Avanzar en la lucha contra el discurso 
de odio en su dimensión delictiva precisa  tener presentes las 
conclusiones del Consejo JAI de la Unión Europea para combatir 
los crímenes de odio en la Unión, aprobadas el 6.12.2013. Entre 
las medidas propuestas planteaba: “Asegurar la rápida y efectiva 
investigación y procesamiento de los Delitos de Odio, certificando que la 
posible motivación por intolerancia es tenida en cuenta durante todo el 
proceso penal. Tomar medidas apropiadas 
para facilitar la denuncia de los Delitos de 
Odio por parte de las víctimas y en tanto 
sea posible también de las asociaciones 
que les apoyen, incluyendo medidas para 
fomentar la confianza en la policía y otras 
instituciones. Recoger y publicar datos 
comprensibles y comparables sobre Delitos de 
Odio, en la medida de lo posible que incluyan el número de incidentes 
denunciados por el público y el registrado por las autoridades y cuerpos 
de seguridad; el número de condenas; los motivos escondidos tras esos 
crímenes; y los castigos impuestos a los agresores.”

Tras la denuncia y la instrucción del procedimiento, no siempre 
bien realizada, llega el   enjuiciamiento, confrontandose con 
argumentos  basados en la “libertad de expresión”, en general 
usados por neonazis, racistas y otros que promueven el odio basado 
en la intolerancia, que obvian el artº 20.4  de la Constitución 
Española que afirma: “estas libertades tienen su límite en el respeto 
a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que 
lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a 
la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia”. Así 
lo evidenciaron sentencias de T. Supremo hacia las organizaciones 
neonazis Hammerskin y Blood and Honour entre otras, incluso 
una reciente sentencia del T. Constitucional de 22.7.2015 ante 
un recurso de amparo por delito de injurias a la Corona, donde 
se alegaba libertad ideológica y de expresión, al manifestar: “La 

libertad de expresión no es, en suma, un derecho fundamental absoluto e 
ilimitado, sino que tiene lógicamente, como todos los demás, sus límites, 
de manera que cualquier expresión no merece, por el simple hecho de 
serlo, protección constitucional, toda vez que el art. 20.1 a) CE “no 
reconoce un pretendido derecho al insulto” (SSTC 29/2009, de 
26 de enero; 77/2009, de 23 de marzo, y 50/2010, de 4 de octubre). 
En consecuencia, este Tribunal ha declarado repetidamente que quedan 
fuera de la protección constitucional del art. 20.1 a) CE “las expresiones 
indudablemente injuriosas o sin relación con las ideas u opiniones que se 
expongan y que resulten innecesarias para la exposición de las mismas”. 
Es decir, las que, “en las concretas circunstancias del caso sean ofensivas 
u oprobiosas”. Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha afirmado que “[l]a tolerancia y el respeto de la 
igual dignidad de todos los seres humanos constituyen el fundamento de 
una sociedad democrática y pluralista. De ello resulta que, en principio, 
se puede considerar necesario, en las sociedades democráticas, sancionar 
e incluso prevenir todas las formas de expresión que propaguen, 
inciten, promuevan o justifiquen el odio basado en la intolerancia” 
(STEDH de 16 de julio de 2009, caso Féret c. Bélgica, § 64), del mismo 
modo que la libre exposición de las ideas no autoriza el uso de la violencia 
para imponer criterios propios”.

Sin embargo una dinámica perversa, 
en especial en internet y redes sociales, 
sustentada en  abuso de derecho, 
contrasta con el ordenamiento jurídico y 
la posición de altos Tribunales. Son actos 
tendentes a la destrucción de los derechos 
o libertades de personas y colectivos 
reconocidos en Tratados Internacionales 

como el Convenio Europeo de los Derechos Humanos, o como 
el Tribunal Constitucional  que en su día evidenció, en sentencia 
condenatoria contra León Degrelle  por denuncia de Violeta 
Friedman, cuando negó el Holocausto y humilló a las víctimas. 
En este sentido la Decisión Marco de Derecho Penal y el 
Convenio contra la Ciber-delincuencia racista y xenófoba, 
bien reflejados en el artº 510 del Código Penal, suponen una 
respuesta positiva. Queda pendiente, para  otros hechos de inferior 
gravedad, acabar con su impunidad como infracciones sancionables 
por vía administrativa, donde los actos discriminatorios, de odio e 
intolerancia están a la orden del día, sin menoscabo de la necesaria 
lucha ideológica y el impulso de un contradiscurso, urgente y 
necesario, como reclama la razón y la conciencia, junto a todas las 
instituciones que se tengan por democráticas.

Esteban Ibarra

Presidente de Movimiento contra la Intolerancia  y 
Secretario General del Consejo de Víctimas de Delitos de Odio



La Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI): 

Reafirmando la importancia esencial de la libertad de expresión y opinión, de la tolerancia y el respeto por la igual dignidad de todos los seres 
humanos en una sociedad democrática y pluralista; 

Recordando no obstante, que la libertad de expresión y de opinión no constituyen derechos ilimitados y que deben ejercerse de forma que no atenten 
contra los derechos de los demás; 

Recordando, más aún, que de la historia europea nace la obligación de  memoria, vigilar y combatir el aumento del racismo, la discriminación 
racial, la discriminación basada en el género, el sexismo, la homofobia, la transfobia, la xenofobia, el antisemitismo, la islamofobia, la discriminación 
contra los gitanos y la intolerancia, así como los delitos de genocidio, los delitos de lesa humanidad o los delitos en caso de conflicto armado 
y la negación, trivialización, justificación o condonación en público de tales actos delictivos; 

Recordando que esta obligación de memoria, vigilancia y represión forma parte de la protección y promoción de los derechos humanos, 
universales e indivisibles, en defensa de los derechos de todas las personas; 

Tomando nota de las distintas formas en las que se definen y entienden  el discurso de odio a nivel nacional e internacional, así como de las 
diversas modalidades que pueden adoptar estos actos; 

Considerando que, a efectos de la presente Recomendación General,  el discurso de odio debe entenderse como fomento, 
promoción o instigación, en cualquiera de sus formas, del odio, la difamación, la humillación o el menosprecio de una 
persona o grupo de personas, así como el acoso, los insultos, descrédito, difusión de estereotipos negativos, estigmatización o 
amenaza con respecto a dicha persona o grupo de personas y la justificación de esas manifestaciones por razones de “raza”(1), 
color, ascendencia, origen nacional o étnico, edad, discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, género, identidad de 
género, orientación sexual y otras características o condición personales; 

Reconociendo que el discurso de odio puede adoptar la forma de negación, trivialización, justificación o condonación 
pública de los delitos de genocidio, los delitos de lesa humanidad  o delitos en caso de conflicto armado cuya comisión haya 
sido comprobada tras recaer sentencia los tribunales o el enaltecimiento de las personas condenadas por haberlos cometido; 

Reconociendo asimismo que  hay formas de expresión que ofenden, perturban o trastornan  pero que, por sí mismas, no constituyen discurso 
de odio y que la lucha contra el uso del discurso de odio debe servir para proteger a las personas y grupos de personas más que a credos, 
ideologías y religiones en concreto; 

Reconociendo que el uso del discurso de odio puede reflejar o promover la suposición injustificada de que quienes las profieren son, de algún 
modo, superiores a la persona o al grupo de personas a las que se dirigen; 

Reconociendo que el uso del discurso de odio puede tener por objeto incitar a otras personas a cometer actos de violencia, intimidación, 
hostilidad o discriminación contras aquellos a quienes van dirigidas, o cabe esperar razonablemente que produzca tal efecto, y que ello 
constituye una forma de expresión especialmente grave; 

Consciente de los graves peligros que la incitación al odio encierra para la cohesión de una sociedad democrática, la protección de los derechos 
humanos y el Estado de Derecho, pero convencida de la necesidad de velar por que las restricciones a este discurso no se empleen para silenciar 
a las minorías ni para reprimir la crítica a las políticas oficiales, la oposición política o las creencias religiosas; 

Consciente del problema y de la gravedad especial que suponen el uso del discurso de odio dirigido a las mujeres por razón de su sexo, género 
y/o identidad de género y cuando a ello se unen una o más de las demás características;  

Reconociendo que el uso del discurso de odio parece estar aumentando, especialmente a través de los medios de comunicación electrónicos, 
que magnifican sus efectos, pero que su alcance preciso sigue sin poderse determinar claramente, debido a la falta de una recogida sistemática 
de datos e información sobre su incidencia, situación que debe subsanarse, sobre todo prestando el apoyo pertinente a las personas afectadas o 
a quienes van dirigidas estas expresiones; 

Consciente de que la ignorancia y un dominio insuficiente de los medios de comunicación, así como la alienación, la discriminación, el 
adoctrinamiento y la marginalización, pueden explotarse para fomentar el uso del discurso de odio sin que se aprecien plenamente su auténtica 
naturaleza y sus consecuencias; 

Subrayando la importancia de la educación como herramienta para acabar con las creencias erróneas y las falsedades que constituyen la base 
del discurso de odio y la necesidad de que la educación se centre especialmente en los jóvenes; 

Reconociendo que una forma importante de erradicar este fenómeno es enfrentarse al mismo y condenarlo, de forma directa, mediante un 
discurso contrario que muestre meridianamente su naturaleza inaceptable y destructiva. 

Reconociendo la responsabilidad particularmente importante de los líderes políticos, religiosos y de las comunidades y otros a este respecto 
debido a su capacidad de influir en un amplio sector de la ciudadanía; 

(1) Dado que todos los seres humanos pertenecen a la misma especie, la ECRI rechaza las teorías que sostienen la existencia de distintas razas. Sin em-
bargo, en esta Recomendación,  la ECRI emplea el término “raza” a fin de garantizar que las personas que suelen percibirse de forma general y errónea 
como pertenecientes a otra raza quedan sujetas a la protección que confiere dicho texto. 
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Consciente de la particular contribución que todos los medios de comunicación, virtuales o físicos, pueden hacer tanto a la difusión como a 
la lucha contra el discurso de odio; 

Consciente de los efectos nocivos que sufren los destinatarios del discurso de odio, el riesgo de exclusión y radicalización que se deriva de su 
utilización y el daño causado a la cohesión social  cuando no se combaten; 

Reconociendo que la autorregulación y los códigos de conducta de voluntario cumplimiento pueden constituir un medio eficaz para prevenir 
y condenar la incitación al odio y que debe fomentarse su adopción; 

Destacando la importancia de que las personas afectadas por el discurso de odio puedan oponer un contradiscurso , condenar y pedir reparación 
ante las autoridades y los tribunales competentes; 

Reconociendo que la prohibición penal no es suficiente por sí sola para erradicar el discurso de odio  y no siempre es el mecanismo idóneo, 
aunque convencida de que el discurso de odio deben ser objeto de tipificación penal, en determinadas circunstancias; 

Teniendo presente el criterio de seis puntos consagrado en el Plan de Acción de Rabat sobre la prohibición de la apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituye incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia, y convencida de que las prohibiciones penales son 
necesarias cuando este discurso tiene por objeto, o cabe esperar razonablemente que produzcan tal efecto, incitar a la comisión de actos de 
violencia, intimidación, hostilidad o discriminación contra las personas a las que van dirigidos; 

Subrayando la importancia de evitar todo apoyo a aquellas organizaciones que fomentan el  uso del discurso de odio y de prohibir todas 
aquellas que lo hacen con objeto de incitar a la comisión de actos de violencia, intimidación, hostilidad o discriminación contra las personas a 
las que van dirigidas, o pueda razonablemente esperarse que se produzcan tales efectos; 

Haciendo hincapié en la necesidad de que se investiguen de forma rápida y eficaz las denuncias de uso del discurso de odio y de evitar toda 
interpretación restrictiva indebida de las disposiciones referentes a su utilización; 

Recordando que la obligación conforme al Derecho internacional de tipificar determinadas formas de expresión de incitación al odio, aun 
siendo de aplicación general, se estableció para proteger a los miembros de los colectivos vulnerables y advirtiendo con inquietud que éstos 
son objeto de un desproporcionado número de actuaciones penales y que los tipos penales creados se han aplicado contra ellos de forma 
injustificada; 

Recordando que la labor de la ECRI se centra en el discurso de odio por razones de “raza”, color, lengua, religión, nacionalidad, origen 
nacional o étnico, identidad de género u orientación sexual, pero reconociendo que el discurso de odio también puede basarse sobre cualquier 
otra consideración ya mencionada, y que las recomendaciones contenidas en este texto deben aplicarse a ellas, mutatis mutandis;  

realizados para elaborar estrategias que permitan abordar este 
problema; 

4. Adopten un planteamiento firme no sólo para concienciar a 
los ciudadanos sobre la importancia de respetar el pluralismo y los 
peligros que supone el discurso de odio, sino también para demostrar 
que son inaceptables y que las premisas en que se basan son falsas, así 
como para impedir la utilización de este lenguaje, y en consecuencia:  

a. promuevan un mejor entendimiento de la necesidad de 
diversidad y diálogo en el marco de la democracia, los derechos 
humanos y el Estado de Derecho; 

b. fomenten mediante prácticas ejemplares el respeto mutuo y la 
concordia en la sociedad; 

c. faciliten mediante prácticas ejemplares el diálogo intercultural; 
d. combatan la información maliciosa, la difusión de estereotipos 

negativos y la estigmatización; 
e. preparen programas educativos específicos para los niños, los 

jóvenes, los empleados públicos y los ciudadanos en general, 
y refuercen la competencia de profesores y educadores para 
impartirlos; 

f. apoyen a las organizaciones no gubernamentales, los organismos 
encargados de velar por la igualdad y las instituciones nacionales 
de derechos humanos en su labor de lucha contra el discurso 
de odio; 

g. exhorten a las figuras públicas y, en especial, a los líderes 
políticos, religiosos y de las comunidades a que reaccionen con 
presteza ante el discurso de odio, no sólo para condenarlo, sino 
para realzar los valores contra los que atentan; 

h. persuadan a quienes las utilizan a que renuncien a este discurso 
y lo repudien y ayuden a estas personas a desvincularse de los 
grupos que las profieren; y 
i. coordinen estos esfuerzos, si procede, con los emprendidos por 
otros Estados y organizaciones internacionales; 

5. Apoyen a las víctimas del discurso de odio, tanto individual 
como colectivamente, y en consecuencia: 

a. procuren ayudarlas, mediante asesoramiento y orientación, a 
superar cualquier trauma o sentimiento de vergüenza que hayan 
sufrido; 

Recomienda que los Gobiernos de los Estados miembros: 

1. Ratifiquen el Protocolo Adicional al Convenio sobre la 
Ciberdelincuencia relativo a la penalización de actos de índole 
racista y xenófoba cometidos por medio de sistemas informáticos, 
el Convenio-marco para la protección de las minorías nacionales y 
el Protocolo nº 12 al Convenio Europeo para la protección de los 
Derechos Humanos, si aún no lo han hecho; 

2. Retiren cualquier reserva formulada al artículo 4 de 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial y al artículo 20 del Pacto Internacional sobre 
Derechos Civiles y Políticos, y reconozcan la competencia del 
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial para recibir 
y examinar las comunicaciones enviadas por grupos o particulares 
conforme al artículo 14; 

3. Procuren determinar las condiciones que fomentan el uso 
del discurso de odio como fenómeno y sus distintas formas, así como 
evaluar su difusión y el daño que producen, a fin de desincentivar e 
impedir su utilización y reducir y reparar los daños causados, y por 
consiguiente: 

a. preparen herramientas fiables para tales fines; 
b. velen por que se designen organismos públicos que puedan 

emplear estas herramientas y que ello se lleve a cabo con 
propiedad; 

c. se cercioren de que la recogida de datos sobre el discurso de 
odio no se limite al ámbito de la justicia penal; 

d. garanticen que los datos recabados se desglosen de forma 
apropiada; 

e. respalden que la sociedad civil, los organismos encargados de 
velar por la igualdad y las instituciones nacionales de derechos 
humanos hagan un seguimiento de la incitación al odio y 
promuevan la cooperación entre aquéllos y las autoridades 
públicas para abordar esta tarea; 

f. apoyen investigaciones centradas en el análisis de las condiciones 
que  son caldo de cultivo de estas manifestaciones verbales y 
de su uso; 

g. difundan con regularidad, entre las autoridades públicas y la 
ciudadanía, datos sobre la incidencia del discurso de odio y sus 
diversas formas y las condiciones  que propician su utilización; 

h. se basen en los resultados de la investigación y el seguimiento 



b. velen por que conozcan sus derechos de reparación mediante 
procedimientos administrativos, civiles o penales y no se les 
impide ejercerlos debido al miedo, la ignorancia, los obstáculos 
físicos o emocionales o la falta de medios; 

c. anímenles a informar sobre casos de utilización del discurso 
de odio, y faciliten los medios para hacerlo y animen a otros a 
informar al respecto cuando presencien casos de este tipo; 

d. sancionen los casos de trato degradante o acoso a las personas 
que denuncien  el discurso de odio  o informen de su incidencia; 

e. sean solidarias con las víctimas del discurso de odio y le presten 
apoyo permanente; 

6. Apoyen la autorregulación de instituciones públicas o 
privadas (incluidos órganos elegidos, partidos políticos, centros 
educativos y organizaciones culturales y deportivas) como medio de 
combatir el uso del discurso de odio  y, en consecuencia: 

a. promuevan la adopción de los pertinentes códigos de conducta 
que prevean la suspensión y otras sanciones en caso de 
infracción de sus disposiciones, así como otros cauces eficaces 
de información;  

b. animen a los partidos políticos a firmar la Carta de los Partidos 
Políticos Europeos para una sociedad no racista; 

c. promuevan el seguimiento de la difusión de información 
maliciosa, de estereotipos negativos y la estigmatización; 

d. alienten a que se condene de forma inequívoca la vulneración 
de dichos códigos;  

e. respalden una formación adecuada sobre el significado y los 
efectos negativos del discurso de odio, así como sobre la forma 
de enfrentarse a ellas; y 

f. promuevan la creación de mecanismos de denuncia y ayuden a 
establecerlos; 

7. Empleen sus facultades reguladoras en relación con los 
medios de comunicación (incluidos prestadores de servicios de 
internet, intermediarios on line y redes sociales) para promover la 
lucha contra el discurso de odio y combatir su aceptación, velando 
al mismo tiempo porque estas medidas no vulneren la libertad de 
expresión y opinión y, en consecuencia: 

a. asegúrense de hacer uso de todos los medios idóneos a este fin, 
sin por ello dejar de lado los mecanismos de autorregulación; 

b. fomenten la adopción y empleo de los pertinentes códigos de 
conducta o condiciones de uso en materia de discurso de odio, 
así como de canales de información eficaces; 

c. promuevan el seguimiento y condena de la utilización y difusión 
del discurso de odio; 

d. fomenten la adopción, si procede, de restricciones de contenido, 
instrumentos de filtrado de términos y otras técnicas similares; 

e. animar a que se organice la formación adecuada de directores, 
periodistas y demás personal de los medios de comunicación 
en cuanto a la naturaleza del discurso de odio las y el modo de 
hacerles frente; 

f. promuevan y colaboren en el establecimiento de mecanismos 
de reclamación; 

g. exhorten a los profesionales de los medios de comunicación a 
defender un periodismo de raíces éticas;

8. Aclaren el alcance y la aplicabilidad de la responsabilidad 
en Derecho civil o administrativo por el uso del discurso de 
odio cuyo objeto sea provocar, o quepa esperar razonablemente que 
produzca tal efecto, la comisión de actos de violencia, intimidación, 
hostilidad o discriminación contra aquellos a los que van dirigidas, 
respetando al mismo tiempo la libertad de expresión y opinión y, en 
consecuencia: 

a. determinen las responsabilidades concretas de los autores del 
discurso de odio, prestadores de servicios de internet, foros y 
hosts de internet, intermediarios on line, plataformas de redes 
sociales, moderadores de blogs y otros actores que desempeñan 
funciones análogas; 

b. velen por que se otorguen facultades, sujetas a autorización o 

aprobación judicial, para requerir la supresión del discurso de 
odio de material accesible en Internet y para bloquear sitios en 
los que se empleen; 

c. velen por que se otorguen facultades, sujetas a autorización o 
aprobación judicial, para requerir a los grupos de comunicación 
(incluidos prestadores de servicios de internet, intermediarios 
on line y plataformas de redes sociales) que publiquen una 
rectificación en la que se reconozca que han publicado discurso 
de odio; 

d. garanticen que se otorguen facultades, sujetas a autorización 
o aprobación judicial, para prohibir la difusión del discurso de 
odio;  y obligar a identificar a quienes las emplean; 

e. legitimen a las víctimas del discurso de odio, a los 
organismos encargados de velar por la igualdad, a las 
instituciones nacionales de derechos humanos y a las 
organizaciones no gubernamentales interesadas para 
iniciar actuaciones legales para solicitar la supresión del 
discurso de odio, exigir el reconocimiento de que se han 
publicado o prohibir su difusión y obligar a identificar a quienes 
las hayan empleado; y 

f. ofrezcan una formación adecuada y faciliten el intercambio de 
buenas prácticas entre jueces, abogados y funcionarios que se 
ocupen de casos relativos al discurso de odio;

9. Retiren todo apoyo económico o de otra índole prestado por 
los poderes públicos a los partidos políticos y otras organizaciones que 
usen el discurso de odio o evitan sancionar su utilización por parte 
de sus miembros y, en el pleno respeto a la libertad de asociación, que 
prevean la posibilidad de prohibir o disolver dichas organizaciones, 
con independencia de que reciban o no cualquier tipo de apoyo 
de los poderes públicos cuando la utilización del discurso de odio 
tenga como finalidad, o quepa suponer razonablemente que va 
a tener dicho efecto, incitar a la comisión de actos de  violencia, 
intimidación, hostilidad o discriminación contra aquellos a los que 
van dirigidas; 

10. Actúen de forma adecuada y decidida contra discurso de 
odio  y su uso en público que tenga como finalidad, o quepa suponer 
razonablemente que van a tener dicho efecto, incitar a la comisión 
de actos de  violencia, intimidación, hostilidad o discriminación 
contra aquellos a los que van dirigidas, y ello mediante normas 
penales, siempre que otras medidas menos restrictivas puedan resultar 
menos eficaces, y se respete la libertad de expresión y opinión y, en 
consecuencia: 

a. velen por que se definan claramente los tipos penales y se tenga 
debidamente en cuenta la necesidad de imponer una sanción 
penal; 

b. procuren que el ámbito de aplicación de los delitos se defina 
de forma que permita mantenerse al paso de la evolución 
tecnológica; 

c. asegúrense de que la persecución penal de estos actos delictivos 
se emprende de forma no discriminatoria y no se emplea para 
reprimir la crítica a las políticas oficiales, la oposición política o 
las creencias religiosas; 

d. dispongan la participación real de las víctimas del discurso de 
odio en el procedimiento correspondiente; 

e. prevean sanciones para estos delitos que tengan en cuenta tanto 
las graves consecuencias de estos actos como la necesidad de 
proporcionalidad; 

f. supervisen la eficacia de la investigación de las denuncias y la 
persecución de los autores, a fin de dotar de eficacia a estas 
actuaciones;  

g. velen por una cooperación/coordinación eficaz entre los 
cuerpos policiales y la fiscalía;  

h. dispongan una formación adecuada y faciliten el intercambio 
de buenas prácticas por parte de cuerpos encargados de velar 
por la aplicación de la ley, fiscales y jueces que se ocupan de 
casos de utilización de discurso de odio; y 

i. cooperen con otros Estados para atajar la difusión transfronteriza 
del  discurso de odio, sea en soporte físico o electrónico. 



Hate speech.  
Discurso de odio

“La libertad de expresión constituye uno de los fundamentos esenciales de una sociedad empresa democrática, una de las condiciones 
básicas para su progreso y su desarrollo. Sin perjuicio del apartado 2 del artículo 10 [de la Convención Europea de Derechos Humanos], 
es aplicable no sólo a las “informaciones” o “ideas” que son recibidas favorablemente o consideradas inofensivas o indiferentes, sino 
también a las que ofenden, resultan chocantes o perturban al Estado o a cualquier sector de la población. Tales son las demandas del 
pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no existe una “sociedad democrática”. Esto implica, entre otras cosas, que 
toda “formalidad, “condición”, “restricción” o “sanción” impuesta en la materia debe ser proporcionada al fin legítimo perseguido.” 
(Sent.  Handyside v.UK 7 diciembre de 1976 § 49).

“La tolerancia y el respeto por la igual dignidad de todos los seres humanos constituyen el fundamento de una sociedad democrática 
y pluralista. En estas condiciones, en determinadas sociedades democráticas puede considerarse necesario sancionar o incluso impedir 
todas las formas  de expresión que difundan, incitan, promuevan o justifiquen el odio basado en la intolerancia.” (Sent. 
Erbakan v. Turquie.6 julio 2006, § 56).

Principios generales 

Los autores del Convenio Europeo de Derechos Humanos buscaron establecer un marco institucional basado en valores democráticos para 
superar el extremismo.  El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha identificado varias formas de expresión que deben considerarse 
ofensivas y contrarias a la Convención (incluido el racismo, la xenofobia, el antisemitismo, el nacionalismo agresivo y la discriminación 
contra las minorías y los inmigrantes)(1). 
Sin embargo, la Corte también tiene cuidado de hacer una distinción en sus conclusiones entre, por una parte, la incitación genuina y grave 
al extremismo y, por otra, el derecho de los individuos (incluidos los periodistas y los políticos) a expresar libremente sus opiniones para 
“ofender, sacudir o molestar” otros(2).
No existe una definición universalmente aceptada de la expresión “discurso de odio”. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha 
establecido determinados parámetros que permiten caracterizar el “discurso de odio” para excluirlo de la protección conferida a la libertad 
de expresión (artículo 10 del Convenio) o de libertad de reunión y de asociación (artículo 11). La Corte excluye la protección contra el 
discurso de odio mediante dos enfoques previstos por la Convención: 

1. Cuando se trate de casos relativos al discurso de odio y la libertad expresión, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos puede 
utilizar dos vías que están previstas por el Convenio Europeo de Derechos Humanos:

- la vía de exclusión de la protección de la Convención, prevista por el artículo 17 (Prohibición del abuso de derecho)(3), cuando 
el discurso de odio implica negación los valores fundamentales de la Convención; y

- la vía de las limitaciones de la protección, prevista en el apartado 2 del artículo 10 (Libertad de expresión) de la Convención(4) 
(esta vía se mantiene cuando el discurso de  odio no es destructivo de los valores fundamentales en los que la Convención).

2. Los portales de actualidad en Internet con fines comerciales y  profesionales que proporcionan una plataforma destinada a la 
publicación de comentarios del público han de asumir los “deberes y responsabilidades”, que comporta la libertad de expresión,  
en el sentido Artículo 10 § 2 de la Convención, cuando los usuarios transmiten un discurso odio o declaraciones incitando 
directamente a la violencia.

----------------------------------------------------------------
(1) Recomendación Nº R 97 (20) del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros sobre el “discurso de odio”, aprobada 

por el Comité de Ministros el 30.10.1997, en la 607ª sesión de los Diputados del Ministro. 
(2) Handyside c. Reino Unido, 7 de diciembre de 1976, § 49. 
(3) Esta disposición tiene por objeto impedir que las personas deduzcan de la Convención el derecho a ejercer o realizar actos destinados a la 

destrucción de cualquiera de los derechos y libertades establecidos En el Convenio. 
(4) Restricciones que se consideren necesarias en interés de la seguridad nacional, la seguridad pública, la prevención del desorden o la 

delincuencia, la protección de la salud o la moral y la protección de los derechos y libertades de los demás.



Exclusión  de la protección de la Convención
“No cabe duda de que cualquier observación dirigida contra los valores que subyacen Convención estaría exenta en virtud del artículo 
17 [prohibición del abuso de derecho] de la protección del artículo 10 [libertad de expresión] (...). “(Seurot v. Francia, decisión sobre 
admisibilidad de 18 de mayo de 2004)

  

SENTENCIA N0. 214/1991 Tribunal Constitucional:  
Violeta Friedman  contra  León Degrelle.

(Derecho al honor y a la dignidad frente a libertad de expresión)

De otra parte, y en relación con lo anterior, ni la libertad ideológica (art. 16 C.E.) ni la libertad de expresión (art. 20.1 C. E.) comprenden 
el derecho a efectuar manifestaciones, expresiones o campañas de carácter  racista o xenófobo, puesto que, tal como dispone el art. 20.4, no 
existen derechos ilimitados y ello es contrario no sólo al derecho al honor de la persona o personas directamente afectadas, sino a otros bienes 
constitucionales como el de la dignidad humana ( art. 10 C.E.), que han de respetar tanto los poderes públicos como los propios ciudadanos, 
de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 9 y 10 de la Constitución.

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE  DERECHOS HUMANOS   (ONU 1948)

Artículo 1.

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, 
deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.

Artículo 2.

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya 
jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, 
no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 30.

Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para 
emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados 
en esta Declaración.

CONVENCIÓN EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS   (Roma 1950)

Artículo 10 Libertad de expresión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la libertad de opinión y la libertad de recibir o 
de comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras. El 
presente artículo no impide que los Estados sometan a las empresas de radiodifusión, de cinematografía o de televisión a un régimen 
de autorización previa. 

2. El ejercicio de estas libertades, que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, 
restricciones o sanciones, previstas por la ley, que constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad 
nacional, la integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de 
la moral, la protección de la reputación o de los derechos ajenos, para impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para 
garantizar la autoridad y la imparcialidad del poder judicial.

Artículo 17 Prohibición del abuso de derecho. 

Ninguna de las disposiciones del presente Convenio podrá ser interpretada en el sentido de implicar para un Estado, grupo o 
individuo, un derecho cualquiera a dedicarse a una actividad o a realizar un acto tendente a la destrucción de los derechos o 
libertades reconocidos en el presente Convenio o a limitaciones más amplias de estos derechos o libertades que las previstas 
en el mismo.
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CONSTITUCIÓN ESPA й OLA  (1978)

Artículo 10
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a 
los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por 
España.

Artículo 20
1. Se reconocen y protegen los derechos:

 a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de 
reproducción.

 b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
 c) A la libertad de cátedra.
 d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula 

de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.
2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier 

ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la 
sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen 
y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial.

A comienzos de 2014 se constituía a nivel estatal la entidad con sede en  Madrid, el Consejo de Víctimas de Delitos de Odio y Discriminación 
que en síntesis, tiene como fines:
•	 Trabajar en solidaridad con las víctimas de la discriminación, odio, hostilidad y violencia por  motivo de  intolerancia y promover  su defensa 

social, jurídica, política e institucional. Trabajar  para combatir el racismo, la xenofobia, antisemitismo, islamofobia, antigitanismo, homofobia, 
misoginia, disfobia, sexismo, aporofobia, totalitarismo, negrofobia, transfobia y toda manifestación de intolerancia, discriminación y delito de 
odio, incluidos el neofascismo y nacionalismo agresivo. 

•	 Prevenir la aparición y combatir las diversas manifestaciones de intolerancia, discriminación y delitos de odio. Generar y fomentar valores 
democráticos en especial de Tolerancia, Solidaridad, Igualdad, Libertad y defensa de la Dignidad y los Derechos Humanos.

•	 Impulsar la sensibilización, participación y movilización ciudadana, la solidaridad y el apoyo mutuo entre colectivos vulnerables, personas y 
comunidades diversas frente a la discriminación, los delitos de odio y la intolerancia. Instar a las autoridades cumplir o hacer cumplir, mejorar 
o modificar  la normativa que persigue el delito de odio y discriminación, así como su prevención y monitorización.

OFICINAS DE SOLIDARIDAD CON LA VÍCTIMA DE DELITOS DE ODIO

Teléfono de asistencia central: 901101375    covidod@gmail.com 
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